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A LA MESA DE LA COMISIÓN DE FOMENTO

EL GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV), al amparo de lo dispuesto en el artículo 109 y siguientes del Reglamento del Congreso de los Diputados presenta las siguientes enmiendas al articulado del PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

Congreso de los Diputados, a 5 de febrero de 2013
EL PORTAVOZ

AITOR ESTEBAN BRAVO
ENMIENDA DE SUPRESIÓN A LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se suprimen los párrafos siguientes del apartado II de la Exposición de Motivos:
(…)

Asimismo, es preciso normalizar el régimen jurídico del arrendamiento de viviendas para que la protección de los derechos, tanto del arrendador, como del arrendatario, no se consiga a costa de la seguridad del tráfico jurídico, como sucede en la actualidad.

La consecución de esta finalidad exige que el arrendamiento de viviendas regulado por la Ley de Arrendamientos Urbanos se someta al régimen general establecido por nuestro sistema de seguridad del tráfico jurídico inmobiliario y, en consecuencia, en primer lugar, que los arrendamientos no inscritos sobre fincas urbanas no puedan surtir efectos frente a terceros adquirentes que inscriban su derecho y, en segundo lugar, que el tercer adquirente de una vivienda que reúna los requisitos exigidos por el artículo 34 de la Ley Hipotecaria, no pueda resultar perjudicado por la existencia de un arrendamiento no inscrito, tal y como ya sucede hoy en el caso de arrendamiento de locales de negocio. Todo ello, sin mengua alguna de los derechos ni del arrendador, ni del arrendatario.

(…)
JUSTIFICACIÓN


Se plantea la supresión de la previsión de inscripción registral por los efectos que se pretenden en la reforma de la Ley que contiene este proyecto. Aunque la inscripción en el Registro de la Propiedad de los contratos de arrendamiento se plantea con carácter potestativo, la realidad es que los efectos que se establecen en diferentes disposiciones de este proyecto acaban llevando a hacer conveniente, necesaria y hasta imprescindible dicha inscripción, por cuanto afecta seriamente a las garantías de duración del contrato y de su prórroga.

Hay que advertir que, en un momento de recesión económica como éste y con un proyecto cuya finalidad principal es la flexibilización del mercado de la vivienda de alquiler para activarlo, la previsión del proyecto en esta materia lleva a un efecto absolutamente contrario al pretendido. Se encarecerá el producto del alquiler y ello generará una retracción de los inquilinos a la vista de los sobrecostes que se le generarán.

ENMIENDA DE SUPRESIÓN A LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se suprime el último párrafo del apartado II de la Exposición de Motivos:
(…)

Por último, en los últimos años se viene produciendo un aumento cada vez más significativo del uso del alojamiento privado para el turismo, que podría estar dando cobertura a situaciones de intrusismo y competencia desleal, que van en contra de la calidad de los destinos turísticos; de ahí que la reforma de la Ley propuesta los excluya específicamente para que queden regulados por la normativa sectorial específica o, en su defecto, se les aplique el régimen de los arrendamientos de temporada, que no  sufre modificación.

JUSTIFICACIÓN


Se considera que excluir esta modalidad del ámbito de aplicación de la Ley es incongruente con los objetivos que persigue la Ley. 

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO UNO DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

El apartado Uno del Artículo Primero queda redactado como sigue:

“Uno. El artículo 4 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos:
Artículo 4. Régimen aplicable.

1. Los arrendamientos regulados en la presente Ley se someterán de forma imperativa a lo dispuesto en los títulos I y IV de la misma y a lo dispuesto en los apartados siguientes de este artículo.

2. Respetando lo establecido en el apartado anterior, los arrendamientos de vivienda se regirán por lo dispuesto en el Título II de la presente, en su defecto por la voluntad de las partes y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, los arrendamientos para uso distinto del de vivienda se rigen por la voluntad de las partes, en su defecto, por lo dispuesto en el título III de la presente Ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil.

4. La exclusión de la aplicación de los preceptos de esta Ley, cuando ello sea posible, deberá hacerse de forma expresa respecto de cada uno de ellos.

5. Las partes podrán pactar la sumisión a mediación o arbitraje de aquéllas controversias que por su naturaleza puedan resolverse a través de estas formas de resolución de conflictos, de conformidad con lo establecido en la legislación reguladora de la mediación en asuntos civiles y mercantiles y del arbitraje.

6. Las partes podrán señalar una dirección electrónica a los efectos de realizar las notificaciones previstas en esta ley, siempre que se garantice la autenticidad de la comunicación y de su contenido y quede constancia fehaciente de la remisión y recepción íntegras y del momento en que se hicieron.”
JUSTIFICACIÓN


La redacción pretendida por el proyecto para el artículo 4.2 de la Ley 29/1994 resulta confusa y, por ello, generará conflictos interpretativos de trascendencia en el futuro si se llega a aprobar en los términos que propone.

ENMIENDA DE SUPRESIÓN DEL APARTADO DOS DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


El apartado dos del artículo primero queda suprimido.

Dos. Se añade una letra e) al artículo 5 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, con la siguiente redacción:

e) La cesión temporal de uso de la totalidad de  una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística realizada con finalidad lucrativa, cuando esté sometida a un régimen especial, derivada de su normativa sectorial. 

JUSTIFICACIÓN


Se considera que excluir esta modalidad del ámbito de aplicación de la Ley es incongruente con los objetivos que persigue la Ley. 

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO TRES DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


El apartado Tres del Artículo primero queda redactado como sigue:
“Tres. El artículo 7 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 7. Condición y efectos frente a terceros del arrendamiento de viviendas.
1. El arrendamiento de vivienda no perderá esta condición aunque el arrendatario no tenga en la finca arrendada su vivienda permanente, siempre que en ella habiten su cónyuge no separado legalmente o de hecho, o sus hijos dependientes.

2. En todo caso, para que los arrendamientos concertados sobre fincas urbanas surtan efecto frente a terceros que hayan inscrito su derecho, dichos arrendamientos deberán inscribirse en el Registro de la Propiedad.”
JUSTIFICACIÓN


Se plantea la supresión de la previsión de inscripción registral por los efectos que se pretenden en la reforma de la Ley que contiene este proyecto. Aunque la inscripción en el Registro de la Propiedad de los contratos de arrendamiento se plantea con carácter potestativo, la realidad es que los efectos que se establecen en diferentes disposiciones de este proyecto acaban llevando a hacer conveniente, necesaria y hasta imprescindible dicha inscripción, por cuanto afecta seriamente a las garantías de duración del contrato y de su prórroga.

Hay que advertir que, en un momento de recesión económica como éste y con un proyecto cuya finalidad principal es la flexibilización del mercado de la vivienda de alquiler para activarlo, la previsión del proyecto en esta materia lleva a un efecto absolutamente contrario al pretendido. Se encarecerá el producto del alquiler y ello generará una retracción de los inquilinos a la vista de los sobrecostes que se le generarán.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO CUATRO DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

El apartado Cuatro del Artículo primero queda redactado como sigue:

“Cuatro. El artículo 9 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos:


Artículo 9. Plazo mínimo

1. Igual.

2. Igual.

3. Igual.

4. Tratándose de finca no inscrita, también durarán tres años los arrendamientos de vivienda que el arrendatario haya  concertado de buena fe con la persona que parezca ser propietaria en virtud de un estado de cosas cuya creación sea imputable al verdadero propietario, sin perjuicio de la facultad de no renovación a que se refiere el apartado 1 de este artículo. Si el arrendador enajenase la vivienda arrendada, se estará a lo dispuesto en el artículo 1571 del Código Civil. Si fuere vencido en juicio por el verdadero propietario, se estará a lo dispuesto en el citado artículo 1571 del Código Civil, además de que corresponda indemnizar los daños y perjuicios causados.”
JUSTIFICACIÓN


Por los motivos indicados en la enmienda anterior sobre la problemática que genera la inscripción registral de los contratos. Además, no se garantiza el plazo mínimo de duración de los contratos regulados en este apartado, de manera que lo que se pretende es la aplicación de una solución que es la propia de la ley común (y no la de una ley especial como la 29/1994) sin que tenga sentido dicha disposición. 

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO CINCO DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


El apartado Cinco del Artículo primero queda redactado como sigue:

“Cinco. El artículo 10 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos.


Artículo 10. Prórroga del contrato.


Si llegada la fecha de vencimiento del contrato, o de cualquiera de sus prórrogas, una vez transcurridos como mínimo tres años de duración de aquel, ninguna de las partes hubiese notificado a la otra, al menos con treinta días de antelación a aquella fecha, su voluntad de no renovarlo, el contrato se prorrogará necesariamente durante un año más.


Una vez inscrito el contrato de arrendamiento, el derecho de prórroga establecido en el artículo 9, así como la prórroga de un año a la que se refiere el párrafo anterior, se impondrán en relación a terceros adquirientes que reúnan las condiciones del artículo 34 de la Ley Hipotecaria.

Al contrato prorrogado le seguirá siendo de aplicación el régimen legal y convencional al que estuviera sometido.”
JUSTIFICACIÓN


En coherencia con la enmienda anterior. Además, en este caso no se garantiza la prórroga de los contratos a aquellos que no se inscriban.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO SEIS DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


El Apartado Seis del Artículo Primero queda redactado como sigue:

“Seis. El artículo 11 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos. 


Artículo 11. Desistimiento del contrato. 


El arrendatario podrá desistir del contrato de arrendamiento, una vez que haya transcurrido al menos seis meses, siempre que se lo comunique al arrendador con una antelación mínima de un mes. Las partes podrán pactar en el contrato que, para el caso de desistimiento, deba el arrendatario indemnizar al arrendador con una cantidad equivalente a una mensualidad de la renta en vigor por cada año de la totalidad del contrato que reste por cumplir. Los períodos de tiempo inferiores al año darán lugar a la parte proporcional de la indemnización.”
JUSTIFICACIÓN


Mejora técnica. 

ENMIENDA DE SUPRESIÓN DEL APARTADO SIETE DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se suprime el apartado Siete del artículo Primero.

“Siete. El artículo 13 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 13. 

1. Si durante la duración del contrato el derecho del arrendador quedara resuelto por el ejercicio de un retracto convencional, la apertura de una sustitución fideicomisaria, la enajenación forzosa derivada de una ejecución hipotecaria o de sentencia judicial o el ejercicio de un derecho de opción de compra, quedará extinguido el arrendamiento.

Conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 7 y en el artículo 14, se exceptúan los supuestos en los que el contrato de arrendamiento hubiera accedido al Registro de la Propiedad con anterioridad a los derechos determinantes de la resolución del derecho del arrendado. En este caso continuará el arrendamiento por la duración pactada.

Cuando se trate de un arrendamiento sobre finca no inscrita se estará a al duración establecida en el apartado 4 del artículo 9.

2. Los arrendamientos otorgados por usufructuario, superficiario y cuantos tengan un análogo derecho de goce sobre el inmueble se extinguirán al término del derecho del arrendador, además de por las demás causas de extinción que resulten de lo dispuesto en la presente Ley.”
JUSTIFICACIÓN


Por los motivos indicados en las enmiendas anteriores sobre la problemática que generaría, en este caso, la falta de inscripción registral de los contratos. Resulta recomendable mantener la redacción actual del artículo 13 de la Ley 29/1994.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO OCHO DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

El apartado Ocho del Artículo primero queda redactado como sigue:

“Ocho. El artículo 14 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos.

Artículo 14. Enajenación de la vivienda arrendada.

El adquirente de una vivienda arrendada quedará subrogado en los derechos y obligaciones del arrendador durante los tres primeros años de vigencia del contrato, aun cuando concurran en él los requisitos del artículo 34 de la Ley Hipotecaria.

Si la duración pactada fuera superior a tres años, el adquirente quedará subrogado por la totalidad de la duración pactada, salvo que concurran en él los requisitos del artículo 34 de la Ley Hipotecaria. En este caso, el adquirente sólo deberá soportar el arrendamiento durante el tiempo que reste para el transcurso del plazo de tres años, debiendo el enajenante indemnizar al arrendatario con una cantidad equivalente a una mensualidad de la renta en vigor por cada año del contrato que, excediendo del plazo citado de tres años, reste por cumplir.

Cuando las partes hayan estipulado que la enajenación de la vivienda extinguirá el arrendamiento, el adquirente sólo deberá soportar el arrendamiento durante el tiempo que reste para el transcurso del plazo de tres años.”
JUSTIFICACIÓN

Por los motivos indicados en las enmiendas anteriores sobre la problemática que generaría, en este caso, la falta de inscripción registral de los contratos.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO NUEVE DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


El apartado Nueve del Artículo Primero queda redactado como sigue:
“Nueve. El artículo 15 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 15. Separación, divorcio o nulidad del matrimonio del arrendatario.
1. En los casos de nulidad del matrimonio, separación judicial o divorcio del arrendatario, el cónyuge no arrendatario podrá continuar en el uso de la vivienda arrendada cuando le sea atribuida de acuerdo con lo dispuesto en la legislación civil que resulte de aplicación. El cónyuge a quien se haya atribuido el uso de la vivienda arrendada de forma permanente o en un plazo superior al plazo que reste por cumplir del contrato de arrendamiento, pasará a ser el titular del contrato.
2. La voluntad del cónyuge de continuar en el uso de la vivienda deberá ser comunicada al arrendador en el plazo de dos meses desde que fue notificada la resolución judicial correspondiente, acompañando copia de dicha resolución judicial o de la parte de la misma que afecte al uso de la vivienda.”
JUSTIFICACIÓN


De conformidad con la distribución competencial que establece la Constitución en su artículo 149.1.8, las Comunidades Autónomas con competencias en derecho civil propio pueden regular (y de hecho ya lo han hecho) los efectos referidos a la atribución del uso de la vivienda en supuestos de crisis matrimonial, de forma que no resulta unívocamente aplicable el Código Civil español. 

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO DOCE DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


El apartado Doce del Artículo Primero queda redactado como sigue.

“Doce. El artículo 18 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda redactado en los siguientes términos:

Artículo 18. Actualización de la renta.

1. Durante la vigencia del contrato la renta sólo podrá ser actualizada por el arrendador o el arrendatario en la fecha en que se cumpla cada año de vigencia del contrato, en los términos pactados por las partes. En defecto de pacto expreso por las partes, el contrato se actualizara aplicando a la renta correspondiente a la anualidad anterior la variación porcentual experimentada por el Índice General Nacional del Sistema de Índices de Precios de Consumo en un período de doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de cada actualización, tomando como mes de referencia para la primera actualización el que corresponda al último índice que estuviera publicado en la fecha de celebración del contrato, y en las sucesivas el que corresponda al último aplicado.

2. La renta actualizada será exigible al arrendatario a partir del mes siguiente a aquel en que la parte interesada lo notifique a la otra parte por escrito, expresando el porcentaje de alteración aplicado y acompañando, si el arrendatario lo exigiera, la oportuna certificación del Instituto Nacional de Estadística.

Será válida la notificación efectuada por nota en el recibo de la mensualidad del pago precedente o bien la remitida por vía telemática a la dirección facilitada por el arrendatario.”
JUSTIFICACIÓN


Por coherencia con todas las reformas legislativas que están regulando el sistema más común de notificación, a la vez que más eficaz y económico.
ENMIENDA DE SUPRESIÓN DEL APARTADO DIECISÉIS DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


El apartado Dieciséis del Artículo primero queda suprimido.

“Dieciséis. Se añade un apartado 4 al artículo 27 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los siguientes términos:

4. Tratándose de arrendamientos de finca urbana inscritos en el Registro de la Propiedad, si se hubiera estipulado en el contrato que el arrendamiento quedará resuelto por falta de pago de la renta y que deberá en tal caso restituirse inmediatamente el inmueble al arrendador, la resolución tendrá lugar de pleno derecho una vez el arrendador haya requerido judicial o notarialmente al arrendatario en el domicilio designado al efecto en la inscripción, instándole al pago o cumplimiento, y éste no haya contestado al requerimiento en los diez días siguientes, o conteste aceptando la resolución de pleno derecho, todo ello por medio del mismo juez o notario que hizo el requerimiento.
El título aportado al procedimiento registral, junto con la copia del acta de requerimiento, de la que resulte la notificación y que no se ha contestado por el requerido de pago o que se ha contestado aceptando la resolución de pleno derecho, será título suficiente para practicar la cancelación del arrendamiento en el Registro de la Propiedad.
Si hubiera cargas posteriores que recaigan sobre el arrendamiento, será además preciso para su cancelación justificar la notificación fehaciente a los titulares de las mismas, en el domicilio que obre en el Registro, y acreditar la consignación a su favor ante el mismo notario, de la fianza prestada por el arrendatario.”
JUSTIFICACIÓN


Por los motivos indicados en las enmiendas anteriores sobre la problemática que generaría la inscripción registral. Este apartado no ofrece garantías suficientes de protección del arrendatario, no resuelve el problema de la posesión efectiva de la vivienda, ni tampoco el de la cancelación registral en todos los otros casos de resolución contractual voluntaria o forzosa. Por último, si el contrato está inscrito en el Registro de la Propiedad, hay que advertir que la falta de contestación del arrendatario obligará al arrendador (especialmente cuando no haya entrega voluntaria de la posesión) a instar la oportuna demanda para la entrega de la posesión al arrendador. Esa situación complica el proceso de resolución del contrato, encareciéndolo en lo económico y demorándolo en el plazo de su tramitación.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO DIECIOCHO DEL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

El Apartado Dieciocho del Artículo Primero queda redactado como sigue:

“Dieciocho. Los apartados 2 y 3 del artículo 36 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos quedan redactados en los siguientes términos:

2. Durante los tres primeros años de duración del contrato, la fianza no estará sujeta a actualización. Pero cada vez que el arrendamiento se prorrogue, el arrendador podrá exigir que la fianza sea incrementada, o el arrendatario que disminuya, hasta hacerse igual a una o dos mensualidades de la renta vigente, al tiempo de la prórroga.
3. La actualización de la fianza durante el periodo de tiempo en que el plazo pactado para el arrendamiento exceda de tres años, se regirá por lo estipulado al efecto por las partes. A falta de pacto específico, lo acordado sobre la actualización de la renta se presumirá requerido también para la actualización de la fianza la fianza se actualizará con una periodicidad trianual.” 

JUSTIFICACIÓN


Mejora técnica.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DE ADICIÓN DE UN NUEVO APARTADO AL ARTÍCULO PRIMERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se añade un nuevo apartado al artículo primero, que queda redactado como sigue.

“Apartado Nuevo. Modificación del artículo 24 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos.

Artículo 24. Arrendatarios o subarrendatarios con discapacidad.

1. Los arrendatarios o subarrendatarios, previa notificación escrita al arrendador, podrán realizar en el interior de la vivienda aquellas obras o actuaciones necesarias para que pueda ser utilizada de forma adecuada y acorde a la discapacidad, o a la edad superior de 70 años, tanto del propio arrendatario o subarrendatario como de sus cónyuges, de las personas que con ellas convivan de forma permanente en análoga relación de afectividad, con independencia de su orientación sexual, de sus familiares por consanguinidad hasta cuarto grado que con alguno de ellos convivan de forma permanente y de aquellas personas que para cualquiera de las anteriores trabajen o presten servicios altruistas o voluntarios en la vivienda, siempre que no afecten a  elementos o servicios comunes del edificio ni provoquen una disminución en su estabilidad o seguridad.
2. Los arrendatarios o subarrendatarios, previa notificación escrita al arrendador, podrán realizar en el interior de la finca urbana aquellas obras o actuaciones necesarias para que pueda ser utilizada de forma adecuada y acorde a la discapacidad, o a la edad superior de 70 años, tanto del propio arrendatario o subarrendatario como de aquellas personas que trabajen o presten servicios altruistas o voluntarios en la finca urbana, siempre que no afecten a elementos o servicios comunes del edificio ni provoquen una disminución de su estabilidad o seguridad.”
JUSTIFICACÍON


Por un lado, se pretende actualizar la terminología para referirse a las personas con discapacidad, de acuerdo con la Disposición Adicional Octava de la Ley 39/2006, de 14 de noviembre. Por otro lado, se quiere dotar de mayor seguridad jurídica a la realización de obras o actuaciones en la vivienda para favorecer la accesibilidad a las personas con discapacidad y/o mayores.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UN NUEVO APARTADO AL ARTÍCULO SEGUNDO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

Se añade un nuevo apartado al Artículo Segundo, que queda redactado como sigue:

“Apartado Nuevo. Se modifica el apartado 4 del Artículo 22:
4. Los procesos de desahucio de finca urbana o rústica por falta de pago de las rentas o cantidades debidas por el arrendatario terminarán mediante auto del Juez si, requerido aquél previamente a la celebración de la vista y dentro del plazo conferido, paga al actor o pone a su disposición en el Tribunal o notarialmente el importe de las cantidades reclamadas en la demanda y el de las que adeude en el momento de dicho pago enervador del desahucio. Si el demandante se opusiera a la enervación por no cumplirse los anteriores requisitos, se citará a las partes a la vista prevenida en el artículo 443 de esta Ley, tras la cual el Juez dictará sentencia por la que declarará enervada la acción o, en otro caso, estimará la demanda habiendo lugar al desahucio.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no será de aplicación cuando el arrendatario hubiera enervado el desahucio en una ocasión anterior, excepto que el cobro no hubiera tenido lugar por causas imputables al arrendador, ni cuando el arrendador hubiese requerido de pago al arrendatario por cualquier medio fehaciente con, al menos, un mes de antelación a la presentación de la demanda y el pago no se hubiese efectuado al tiempo de dicha presentación.”

JUSTIFICACIÓN
 
Si el legislador entiende que la terminación del proceso requiere de una resolución judicial debemos tener en cuenta que, en coherencia con la reforma que se propone del artículo 440.3, procede sustituir la referencia al Decreto por la de Auto. Por otra parte, debe corregirse la antonimia con lo dispuesto en el artículo 440.3: mientras que en el primero (artículo 22.4) se da a entender que la enervación puede producirse en cualquier momento antes del juicio, en el segundo (artículo 440.3) se deja claro que la enervación sólo puede producirse dentro de los 10 días desde el requerimiento inicial.

ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL APARTADO DOS DEL ARTÍCULO SEGUNDO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

El apartado Dos del Artículo Segundo queda redactado como sigue:

“Dos. Los apartados 3 y 4 del artículo 440 quedan redactados como sigue:

 3. En los casos de demandas en las que se ejercite la pretensión de desahucio por falta de pago de rentas o cantidades debidas, acumulando o no la pretensión de condena al pago de las mismas, el Secretario judicial, tras la admisión y previamente a la vista que se señale, requerirá al demandado para que, en el plazo de diez días, desaloje el inmueble, pague al actor o, en caso de pretender la enervación, pague la totalidad de lo que deba o ponga a disposición de aquel en el tribunal o notarialmente el importe de las cantidades reclamadas en la demanda y el de las que adeude en el momento de dicho pago enervador del desahucio; o en otro caso comparezca ante éste y alegue sucintamente, formulando oposición, las razones por las que, a su entender, no debe, en todo o en parte, la cantidad reclamada o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación.

Si el demandante ha expresado en su demanda que asume el compromiso a que se refiere el apartado 3 del artículo 437, se le pondrá de manifiesto en el requerimiento, y la aceptación de este compromiso equivaldrá a un allanamiento con los efectos del artículo 21.

Además, el requerimiento expresará el día y la hora que se hubieran señalado para que tengan lugar la eventual vista en caso de oposición del demando, para la que servirá de citación, y la práctica del lanzamiento en caso de que no hubiera oposición. Asimismo se expresará que en caso de solicitar asistencia jurídica gratuita el demandado, deberá hacerlo en los tres días siguientes a la práctica del requerimiento. Si la solicitud se efectuase en un momento posterior, pero dentro del plazo para oponerse, la falta de designación no suspenderá el juicio.
El requerimiento se practicará en la forma prevista en el artículo 161 de esta Ley, apercibiendo al demandado de que, de no realizar ninguna de las actuaciones citadas, se procederá a su inmediato lanzamiento, sin necesidad de notificación posterior, así como de los demás extremos comprendidos en el apartado siguiente de este mismo artículo.

Si el demandado no atendiere el requerimiento de pago o no compareciere para oponerse o allanarse, el Juez dictará auto dando por terminado el juicio de desahucio y se producirá el lanzamiento en la fecha fijada. El referido auto deberá comprender la condena al pago de las costas devengadas.
Si el demandado atendiere el requerimiento en cuanto al desalojo del inmueble sin formular oposición ni pagar la cantidad que se reclamase, el Juez dictará auto dando por terminado el procedimiento cancelando la diligencia de lanzamiento, a no ser que el demandante interese su mantenimiento para que se levante acta sobre el estado en que se encuentre la finca, dando traslado al demandante para que inste el despacho de ejecución, bastando para ello con la mera solicitud. No será necesaria dicha solicitud cuando la misma se hubiera interesado en el escrito inicial de demanda,

Si el demandado formula oposición, se celebrará la vista en la fecha señalada.

4. En todos los casos de desahucio, también se apercibirá al demandado en el requerimiento que se le realice que, de no comparecer a la vista, se declarará el desahucio sin más trámites y que queda citado para recibir la notificación de la sentencia que se dicte el sexto día siguiente al señalado para la vista. Igualmente, en la resolución que se dicte teniendo por opuesto al demando se fijará día y hora para que tengo lugar, en su caso, el lanzamiento, que deberá verificarse antes de un mes desde la fecha señalada para la vista, advirtiendo al demandado que, si la sentencia fuese condenatoria y no se recurriera, se procederá al lanzamiento en la fecha fijada, sin necesidad de notificación posterior.”
JUSTIFICACÍON


En primer lugar, se propone una adición que está en consonancia con lo dispuesto en el artículo 33.4 LEC. Se intenta dotar de mayores garantías al proceso. El hecho de que el demandado comparezca para formular oposición dentro del plazo de los diez días, pero solicitando la designación de Abogado y Procurador de oficio fuera de los tres primeros días, no debe provocar que se dicte un auto dando por terminado el juicio, sin que tampoco la posterior falta de designación a tiempo de dichos profesionales pueda provocar la suspensión del juicio. 

Por otra parte se plantea la condena en costas en caso de falta de oposición, en consonancia con lo dispuesto en el artículo 22.5 LEC. Si hay condena en costas en caso de enervación, con más razón debe haberla en caso de falta de oposición. Asimismo, por coherencia con otras enmiendas y por agilidad procesal, se clarifica la no necesidad de solicitud de ejecución cuando ya se interesado en la demanda.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UN NUEVO APARTADO AL ARTÍCULO SEGUNDO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

Se añade un nuevo apartado al Artículo Segundo, que queda redactado como sigue.

“Apartado Nuevo. Se modifica el apartado 1 del artículo 458: 

1. El recurso de apelación se interpondrá ante el Tribunal que haya dictado la resolución que se impugne dentro del plazo de veinte días contados desde el día siguiente a la notificación de aquélla.

En aquellos procedimientos  a los que se refiere el artículo 447.2, así como en aquéllos en los que se acumule la pretensión de desahucio por falta de pago de las rentas o cantidades adeudadas con la de condena al pago de éstas, el plazo para interponer el recurso de apelación será de cinco días.”
JUSTIFICACÍON


Con la ampliación del plazo para interponer el recurso de apelación, derivada de la reforma de la LEC operada por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal, se hace imposible cumplir con la prevención de practicar el lanzamiento antes de un mes desde la fecha señalada para la vista (artículo 440.4 LEC). No es posible, especialmente en los casos en que el proceso termina por sentencia, cumplir con ese plazo de un mes entre los seis días para notificar la sentencia y los veinte días hábiles de la firmeza. 

La reforma operada por la indicada Ley 37/2011 ha provocado un retraso en la ejecución de las sentencias con respecto a la generada después de la reforma de la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilización procesal del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

Se modifica el Artículo Tercero, que queda redactado como sigue: 

“Artículo Tercero. Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

Con efectos para los períodos impositivos indicados a partir de 1 de enero de 2013, se modifica el apartado 2 del artículo 53 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2005, de 5 de marzo, que queda redactado de la siguiente forma: 

(…)

e) En el caso de entidades que desarrollen actividades complementarias a la actividad económica principal de arrendamiento de viviendas, que al menos el 55% de las rentas del período impositivo, excluidas las derivadas de la transmisión de los inmuebles arrendados una vez transcurrido el período mínimo de mantenimiento al que se refiere la letra b) anterior, o, alternativamente que al menos el 55% del valor del activo de la entidad sea susceptible de generar rentes que tengan derecho a la aplicación de la bonificación a que se refiere el artículo 54.1 de esta Ley.

De igual manera, con efectos para los períodos impositivos iniciados a partir de 1 de enero de 2013, se modifica la letra d) del apartado 5 del artículo 28 del Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto Sobre Sociedades, que queda redactado como sigue:

5. Tributarán al tipo del 1 %:

a. …

d. Las sociedades de inversión inmobiliaria y los fondos de inversión inmobiliaria regulados en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, que, además de reunir los requisitos previstos en la letra c, desarrollen la actividad de promoción exclusivamente de viviendas para destinarlas a su arrendamiento y cumplan las siguientes condiciones:

1. Las inversiones en bienes inmuebles afectas a la actividad de promoción inmobiliaria no podrán superar el 20 % del total del activo de la sociedad o fondo de inversión inmobiliaria.

2. La actividad de promoción inmobiliaria y la de arrendamiento deberán ser objeto de contabilización separada para cada inmueble adquirido o promovido, con el desglose que resulte necesario para conocer la renta correspondiente a cada vivienda, local o finca registral independiente en que éstos se dividan, sin perjuicio del cómputo de las inversiones en el total del activo a efectos del porcentaje previsto en la letra c.

3. Los inmuebles derivados de la actividad de promoción deberán permanecer arrendados u ofrecidos en arrendamiento por la sociedad o fondo de inversión inmobiliaria durante un período mínimo de siete  tres años. Este plazo se computará desde la fecha de terminación de la construcción. A estos efectos, la terminación de la construcción del inmueble se acreditará mediante el certificado final de obra a que se refiere el artículo 6 de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.
(Resto del apartado 5 del artículo 28 igual).”
JUSTIFICACIÓN


El Proyecto de Ley debería extender a las IIC Inmobiliarias la flexibilización de los requisitos que se introducen en el Proyecto de Ley para las SOCIMI por cuanto ambas comparten el objetivo común del arrendamiento profesional de inmuebles urbanos y, por tanto, han de potenciar y dinamizar el mercado inmobiliario español, proporcionando liquidez a las inversiones.


A este respecto, el Proyecto de Ley introduce un plazo mínimo de arrendamiento de tres años para los inmuebles tanto promovidos como adquiridos por las SOCIMI y las entidades dedicadas al arrendamiento de viviendas. Este mismo plazo debería contemplarse para las Instituciones de Inversión Colectiva.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UN NUEVO ARTÍCULO AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

Se añade un nuevo artículo que queda redactado como sigue:

“Artículo Nuevo. Modificación de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva.

El apartado 1 del artículo 36 queda redactado como sigue:

Artículo 36. Normas de inversión.

1. Las IIC inmobiliaria deberán cumplir los criterios de valoración de los bienes y derechos en los que inviertan y respetar los siguientes coeficientes:

Coeficiente de liquidez que garantice suficientemente el cumplimiento del régimen de reembolso.

Coeficientes de diversificación del riesgo que limiten la inversión en un solo inmueble así como el arrendamiento de bienes inmuebles a entidades de un mismo grupo.”
JUSTIFICACIÓN


El Proyecto de Ley debería extender a las IIC Inmobiliarias la flexibilización de los requisitos que se introducen en el Proyecto de Ley para las SOCIMI por cuanto ambas comparten el objetivo común del arrendamiento profesional de inmuebles urbanos y, por tanto, han de potenciar y dinamizar el mercado inmobiliario español, proporcionando liquidez a las inversiones.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UN NUEVO ARTÍCULO AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se añade un nuevo artículo que queda redactado como sigue:

“Artículo Nuevo. Modificación del Real Decreto 1082/2012, de 13 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva.

Uno. El artículo 91 queda redactado como sigue:

1. Ningún bien, incluidos los derechos sobre él, podrá representar más del 35% del patrimonio total en el momento de su adquisición. A estos efectos, se considerará el valor de mercado de tasación previa a la compra, o el efectivamente pagado o comprometido cuando sea superior al de tasación. En el caso de edificios, el porcentaje anterior se referirá al valor del edificio en su conjunto y no al de las distintas fincas que lo componen. A estos efectos, se considerará como único inmueble todos los integrados en un mismo edificio. La CNMV podrá, con carácter excepcional, eximir temporalmente del cumplimiento de este límite a solicitud de la sociedad gestora o, en su caso, de la sociedad de inversión inmobiliaria, en atención a la situación del mercado y a la dificultad de encontrar inmuebles adecuados para cubrir dichos porcentajes.

2. 1. Los porcentajes y criterios de inversión a que se refieren este artículo y los artículos anteriores deberán alcanzarse por las IIC en el plazo de tres años a partir de su inscripción en el registro especial de la CNMV. Durante este período transitorio, el activo de las IIC deberá estar invertido en los valores admitidos a cotización en bolsas de valores o en otros mercados o sistemas organizados de negociación a los que se refiere el artículo 48.

3. 2.  Los bienes inmuebles integrados en el activo bajo cualquier título y arrendados a entidades de un mismo grupo no podrán representar más del 35% del patrimonio de la institución. A estos efectos, será de aplicación el concepto de grupo a que se refiere el artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio. Este límite deberá cumplirse en el plazo de doce meses desde la inscripción de la IIC en el registro especial de la CNMV.”
Dos. El apartado 2 del artículo 92 queda redactado como sigue:

92. Especialidades de las sociedades de inversión inmobiliaria.

2. El capital social mínimo de las sociedades de inversión inmobiliaria será de nueve cinco millones de euros. En el caso de sociedades por compartimentos, cada uno de estos deberá tener un capital mínimo de 2,4 millones de 600.000  euros, sin que, en ningún caso, el capital total de la sociedad sea inferior a nueve cinco millones de euros. 

Tres. El apartado 1 del artículo 93 queda redactado como sigue:

Artículo 93. Régimen de los fondos de inversión inmobiliaria.

1. Los fondos de inversión inmobiliaria deberán tener un patrimonio mínimo inicial de nueve cinco millones de euros, totalmente desembolsado. En el caso de fondos por compartimentos, cada uno de estos deberá tener un patrimonio mínimo de 2,4 millones de 600.000 euros sin que, en ningún caso, el patrimonio total del fondo sea inferior a nueve cinco millones de euros.” 

JUSTIFICACIÓN


El Proyecto de Ley debería extender a las IIC Inmobiliarias la flexibilización de los requisitos que se introducen en el Proyecto de Ley para las SOCIMI por cuanto ambas comparten el objetivo común del arrendamiento profesional de inmuebles urbanos y, por tanto, han de potenciar y dinamizar el mercado inmobiliario español, proporcionando liquidez a las inversiones.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).

Se añade una Nueva Disposición Adicional que queda redactada como sigue:

“Disposición Adicional Nueva. Aplicación de las modificaciones a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre introducidas por esta Ley.

“Los apartados Uno al Dieciséis del artículo primero de esta ley serán únicamente aplicables a los contratos de arrendamiento de vivienda sometidos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre de arrendamientos urbanos, en los que el arrendador sea una Sociedad Anónima Cotizada de Inversión en el Mercado Inmobiliario. En el supuesto de que el arrendador fuera otra persona diferente, las indicadas disposiciones se podrán convenir entre las partes, en los términos establecidos en el artículo 4.2 de dicha Ley”
JUSTIFICACIÓN


Se plantea como finalidad de esta ley la de favorecer la entrada en el mercado del alquiler de viviendas determinado tipo de ellas (las que sean titularidad de las SOCIMI), finalidad que es razonable y deseable, como también puede llegar a ser razonable y hasta asumible que ese tipo de arrendamientos de vivienda tengan el régimen jurídico que pretende el proyecto, que es auténticamente la finalidad fundamental del mismo. Sin embargo, eso no ha de servir para distorsionar el régimen jurídico aplicable a todo el resto de viviendas que se ofrezcan en alquiler en el mercado, porque supone tratar de igual manera a tipologías de arrendadores (y hasta de arrendatarios) diferentes, de forma que no se puede tratar de igual forma a arrendadores diferentes, so pena de perjudicar a unos en beneficio de otros. 

La propuesta del proyecto de ley relativa a la duración de los contratos, la prórroga de los mismos, así como la de algunas condiciones económicas o cantidades repercutibles y actualizables están exclusivamente pensadas para un tipo de viviendas que son las que ha favorecerse que se pongan en el mercado por parte de las SOCIMI y, en consecuencia nada hay que oponer a que ellas lo hagan, pero ello no puede perjudicar el mercado ya existente ni el que configuran otro tipo de arrendadores y de viviendas. La flexibilización pasa por permitir diferentes regímenes jurídicos en función de los diferentes intereses a tutelar, razón por la cual se plantea esta enmienda. 

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se añade una Nueva Disposición Adicional que queda redactada como sigue:

“Disposición Adicional Nueva.

A los efectos de la legislación reguladora de determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses, constituye exención mixta de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en el orden civil la presentación de la demanda en los procesos de desahucio de vivienda urbana instados por una o más personas físicas en los que la pretensión derive de la falta de pago de las rentas o cantidades asimilables adeudadas, cuando la cuantía de la demanda no exceda de la suma de 6.000 €.”

JUSTIFICACIÓN


Ante la aprobación inminente del proyecto de ley por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses se plantea en este proyecto de ley (de medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de viviendas) la necesidad de adicionar una exención a aquella ley. La exención que se plantea tiene una naturaleza mixta (es una exención objetiva, pero también subjetiva). Así, se sugiere establecer una exención para un determinado tipo de procedimiento civil (exención objetiva) como son los desahucios, aunque no para todos ellos, sino para los que se basan de forma exclusiva en la falta de pago de las rentas o cantidades asimilables adeudadas -acumulando o no la pretensión de condena al pago de estas-, excluyendo el resto de posibles causas de desahucio (finalización del plazo, subarriendo o cesión inconsentidos, obras no consentidas etc.). Y esta exención se plantea únicamente para el caso de que el demandante sea una o más personas físicas (exención subjetiva) con exclusión de los casos en que el instante del procedimiento sea una persona jurídica.

Las razones de esta exención derivan de la voluntad de eximir del pago de la tasa aquellos casos en que el arrendamiento de inmuebles responde a una finalidad de amplio alcance social; se plantea para aquellos casos en que los propietarios de los inmuebles alquilados son personas físicas que rebasan el límite de la exención subjetiva prevista en la legislación que regulará determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia una vez sea aprobada (el límite del reconocimiento del derecho a la justicia gratuita), porque en la gran mayoría de los supuestos esos arrendadores tienen ingresos modestos que complementan sus salarios o pensiones mediante el alquiler específico de una vivienda o pagan un crédito hipotecario gracias a los ingresos que les supone dichas rentas. Son personas físicas con economías que tienen sus ahorros invertidos en inmueble destinados a vivienda arrendada y a los que la incorporación al sistema tributario de la tasa judicial puede desincentivar el mantenimiento de sus modestas inversiones en activos seguros y estables como éstos, que además están destinando al alquiler de otras personas que así pueden acceder a su vivienda. Si alquilar una vivienda comportara en el futuro asumir el riesgo (hasta ahora inexistente) de tener que pagar una tasa en caso de proceder al desahucio de su inquilino o arrendatario, la consecuencia sería provocar un retraimiento o una desincentivación para poner viviendas en el mercado de alquiler. Ello podría conllevar un efecto contrario al buscado en este proyecto de ley, que pretende precisamente incrementar el parque de alquiler y facilitar así el acceso a la vivienda de los ciudadanos.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se añade una Nueva Disposición Adicional que queda redactada como sigue:
“Disposición Adicional Nueva.

En el caso de arrendatarios de viviendas que constituyan su residencia habitual, que se encuentren en los supuestos de especial vulnerabilidad y en las circunstancias económicas previstas en el articulo 1 de la Ley XXXX de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, con las especificidades previstas en la siguiente disposición adicional de esta Ley, no procederá el lanzamiento por falta de pago de rentas o cantidades debidas, en tanto no se les posibilite el acceso a una vivienda protegida de alquiler social o sujeta a renta similar  integradas en el Fondo Social de Viviendas a que se refiere la disposición adicional única  de la Ley  XXXX de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios

En ningún caso la puesta a disposición de la vivienda podrá dilatarse más de 6 meses, debiendo el gestor del Fondo social de viviendas al que hace referencia la disposición adicional única de la Ley XXXX de medidas de urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, hacer efectiva tal mandato.”
JUSTIFICACIÓN


Se trata de procurar alguna medida coordinada con las que se están tramitando ahora en el Congreso para los deudores hipotecarios, y que pueden resultar acertadas, con las modulaciones oportunas, para los deudores arrendatarios. Del mismo modo el proyecto no ha incluido ninguna previsión de oferta de alquileres sociales para los desahuciados, es decir, para los que quedan sin vivienda por un lanzamiento de la vivienda en alquiler. Hacer, en este texto, un llamamiento al parque de viviendas que gestiona la SAREB (sociedad de gestión de activos procedentes de la reestructuración bancaria) para que se destinen viviendas protegidas que estén bajo su titularidad a alquileres sociales (con rentas entre 200-300€) resulta plenamente legítimo.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se añade una Nueva Disposición Adicional que queda redactada como sigue:
“Disposición Adicional Nueva.

La concurrencia de los supuestos de vulnerabilidad y circunstancias económicas a las que se hace referencia en el artículo primero de la Ley XXXX de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios se aplicará a la presente Ley con las siguientes especificidades acordes con la relación arrendaticia a la que se refiere ésta:


La relación de la unidad familiar  que constituye uno de los elementos de los supuestos de especial vulnerabilidad, lo será con la persona arrendataria con la que convivan en la vivienda arrendada que constituya el domicilio habitual.

No se tendrá en cuenta, en la valoración de concurrencia de las circunstancias económicas el importe de la cuota hipotecaria ni la necesidad de que se haya suscrito un crédito o préstamo garantizado con hipoteca a las que se refieren las letras c) y d) del apartado 3 del artículo primero de aquella Ley.
Las referencias que se hacen a la cuota hipotecaria se entenderán hechos a la renta del alquiler.

La acreditación de la concurrencia de estas circunstancias se efectuará en cualquier momento del juicio verbal de desahucio por falta de pago de rentas, antes del lanzamiento, en la forma que se determina en el art. 2 de la Ley XXXX  de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios.”

JUSTIFICACIÓN

En coherencia con la enmienda anterior.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL AL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se añade una Nueva Disposición Adicional que queda redactada como sigue:
“Disposición Adicional Nueva.
Se encomienda al Gobierno para que adopte las medidas necesarias para que el Fondo Social de viviendas promovido en base a la disposición adicional única de la Ley XXX  de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reserve viviendas suficientes para facilitar el acceso de las personas arrendatarias a las que hace referencia la disposición adicional (ordinal que corresponda) de esta Ley a contratos de arrendamientos sociales, sin que las rentas mensuales puedan superar  el 30% de los ingresos de la unidad familiar” 

JUSTIFICACIÓN


Parece adecuado reservar una parte de las viviendas que formarán el fondo social de viviendas a promover con el sector financiero para cubrir las necesidades de alojamiento de los arrendamientos que se vean en proceso de desahucio y lanzamiento, así como establecer un máximo a la renta que se puede convenir con los mismos en un limite del 30% de los ingresos de la unidad familiar, cantidad esta que resulta adecuada para los alquileres sociales.
ENMIENDA DE MODIFICACIÓN DE LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA DEL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


La Disposición Transitoria Única queda redactada como sigue.

“Disposición transitoria única. Régimen de los contratos de arrendamiento celebrados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley.

Los contratos de arrendamiento sometidos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos celebrados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley continuarán rigiéndose por lo establecido en el régimen jurídico que les era de aplicación. 

Sin perjuicio de ello, cuando las partes lo acuerden y no resulte contrario a las previsiones legales, los contratos preexistentes podrán adaptarse al régimen jurídico establecido en esta Ley.”
JUSTIFICACIÓN

Mejora técnica. 

Parece recomendable indicar el régimen jurídico aplicable a los contratos a los que se refiere el título de la Disposición Transitoria, en vez de indicar cuál es el régimen que no resulta aplicable.

ENMIENDA DE ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN TRANSITORIAAL PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN Y FOMENTO DEL MERCADO DEL ALQUILER DE VIVIENDAS. (NÚM. EXPTE. 121/21).


Se añade una Nueva Disposición Adicional que queda redactada como sigue:
“Disposición Transitoria Nueva.
El régimen jurídico establecido en las disposiciones adicionales (ordinales que corresponda) no será de aplicación una vez transcurridos dos años desde la entrada en vigor de la presente Ley”.
JUSTIFICACIÓN


Se constriñen las medidas excepcionales previstas para los lanzamientos por falta de pago de rentas en los supuestos de vulnerabilidad a un plazo de tiempo acorde con el establecido en la Ley de medidas urgentes para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, dada la coincidencia en la motivación de estas medidas singulares que no es otra que la situación de extrema crisis que atraviesan los ciudadanos.
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